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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia  del  Magistrado  OMAR  ALFREDO  MORA  DÍAZ.-

 

 

En la acción por cobro de prestaciones sociales y daño moral, seguida por la ciudadana MARIELA DE LOS ÁNGELES AGUILAR FLORES representada judicialmente por los abogados Ramón Alfredo Aguilar Montaño y Ramón Alfredo Aguilar Camero contra las empresas PROMOCIONES JOANA 032, C.A. y 357 SPA CLUB, C.A. (hoy en día INVERSIONES COLANZA 357, C.A.) representadas judicialmente por los abogados Eduardo René Franco y Omar Picón Lobo; el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas dictó sentencia en fecha 08 de mayo de 2001, mediante la cual declaró sin lugar la apelación intentada por la parte actora y sin lugar la apelación interpuesta por la representación judicial de las demandadas; sin lugar la reposición solicitada por la accionada; con lugar la acción intentada por la accionante con respecto a las prestaciones sociales reclamadas, y sin lugar la acción de indemnización por daño moral intentada por la actora, confirmando así el fallo apelado dictado por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas en fecha 17 de mayo de 2000.

 


Contra la decisión emitida por la Alzada anunció recurso de casación la parte actora, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación.

 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta en fecha 12 de junio de 2001, asignando la ponencia al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.

 


Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:

 

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD
 


Al amparo del ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se delata la infracción del ordinal 5º del artículo 243 del mismo Código, así como el artículo 12 eiusdem, por cuanto la recurrida no se atuvo a lo alegado y probado en autos.

 


Señala el formalizante, que en el libelo de demanda se accionó por pago de prestaciones sociales y por pago de daño moral, alegándose, con respecto a lo último solicitado, que los patronos de la actora realizaron actuaciones capaces de causar un daño moral a la trabajadora y, en consecuencia, en el respectivo petitorio del libelo, se demandó el pago o indemnización de ese daño moral causado (...).
 


Afirma que, no obstante haberse declarado la confesión ficta de la parte demandada, las sentencias de instancia negaron la indemnización por daño moral, aduciendo que tal daño no estaba probado, cuando lo cierto es que por causa de esa misma confesión tales hecho SÍ FUERON PROBADOS y, en consecuencia, las sentencias recurridas no se atuvieron a lo alegado y probado en autos (...).

 


Para decidir, la Sala observa:

 


El ordinal 5º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, señala la obligatoriedad de que la sentencia debe contener: "Decisión expresa, positiva y precisa con arreglo a la pretensión deducida y a las excepciones o defensas opuestas, sin que en ningún caso pueda absolverse de la instancia".

 


El profesor Arístides Rengel-Romberg, en su Tratado de Derecho Procesal Civil Venezolano expresa que:

 

"En el ordinal 5º del Artículo 243 es donde más claramente se expresa la necesidad de la congruencia de la sentencia con la pretensión deducida y con las excepciones o defensas opuestas. No hay duda -ha dicho repetidamente la casación- que los jueces infringen el Artículo 162 (ahora 243) cuando no ajustan su decisión al problema que se suscita con la demanda y su contestación, o cuando ignoran alegatos de las partes que se vinculan con la regularidad del procedimiento (...).

 

Puede incurrirse en el vicio de falta de congruencia de la sentencia con la pretensión del actor y la defensa del demandado (...), en sentido negativo, v.gr.: cuando el juez deja de considerar argumentos de hecho en que se fundamentan ya la pretensión del actor, ya la defensa del demandado.” (Tomo II, página 313.).

 

 

 


Ahora bien, en el caso bajo estudio, el formalizante ha delatado que la recurrida no se atuvo a lo alegado y probado en autos, en tanto y cuanto, hubo confesión ficta y no fue concedido lo solicitado por daño moral; señalando, que el a-quo y el ad- quem negaron tal indemnización porque no estaba probado el daño moral.

 


Vista la denuncia así planteada, no incurre la recurrida en el denominado vicio de incongruencia, en razón de que se pronunció expresamente sobre el daño moral solicitado al señalar:

 

"Si bien es cierto que la empresa demandada incurrió en la confesión ficta ya analizada, al no contestar al fondo de la demanda y nada probare durante el lapso probatorio que le favoreciera, sin embargo, es muy ajustado a derecho el alegato de su apoderado judicial que en materia de daño moral, el actor debe probar el hecho ilícito generador para que pueda prosperar su petición."

 

 

 


Así pues, si el formalizante considera que la Alzada tenía que otorgar todo lo solicitado, por consecuencia directa de la declaración de confesión ficta, debe formular una denuncia de otra naturaleza que permita a esta Sala determinar si hubo una correcta aplicación de la norma que se debe emplear en el caso bajo estudio. En consecuencia, la delación formulada se declara improcedente. Así se establece.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 


De conformidad con el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 362 del mismo Código por errónea interpretación, y del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo por falta de aplicación.

 


Argumenta el formalizante, que la Alzada dio una interpretación errada al contenido del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, estableciendo una distinción referente a las pretensiones en las cuales procede declarar la confesión ficta. Señala que en el presente caso, la recurrida trata de equiparar la pretensión por daño moral reclamada, a lo que la norma establece como una pretensión contraria a derecho. Por otra parte, apunta el formalizante, que el ad-quem desconoce el alcance de la confesión ficta, pues, para señalar que ésta no existe en materia de daño moral, toma como válido el alegato formulado por la parte demandada. 

 


Aduce quien formaliza, que se negó aplicación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, norma que consagra la forma como debe ser realizada la contestación a la demanda en materia laboral. En el presente caso la recurrida no aplicó el contenido del denunciado artículo, "pues al verificarse la Confesión Ficta, de manera inmediata se debió aplicar el contenido de esta norma y tenerse por admitidos los hechos ilícitos o actuaciones del patrono que fueron descritos en el libelo de demanda (...)".
 


Para decidir, la Sala observa:

 


Prioritariamente, en relación con lo acusado por el formalizante sobre la falta de aplicación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, porque, según lo dicho por quien recurre, al verificarse la confesión ficta se debió emplear el contenido de la mencionada norma y, en consecuencia, tenerse por admitidos los hechos ilícitos o actuaciones del patrono que fueron descritos en el libelo de demanda, debe señalarse que en fallo de esta Sala de Casación Social de fecha 15 de febrero de 2000, en el caso Jesús Enrique Henríquez Estrada contra Administradora Yuruary, C.A., se estableció:

 

"Ahora bien, se desprende de todo lo antes expuesto que el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, establece la forma y el momento en que debe ser contestada la demanda en el proceso laboral, y también, cuándo se invierte la carga de la prueba y cuáles de los hechos alegados por el actor se tendrán por admitidos.

Es por lo expuesto en el párrafo anterior, que esta Sala de Casación Social debe esclarecer que la contestación de la demanda en materia laboral debe hacerse en forma clara y determinada, estableciendo cuáles de los hechos alegados por el actor se admiten y cuáles se rechazan, estando obligada la parte demandada a fundamentar el motivo del rechazo o de la admisión de los hechos.

(...)

También debe esta Sala señalar con relación al mencionado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en lo referente a cuándo se tendrán por admitidos los hechos alegados por la parte actora, que en estos casos, se deberá aplicar la llamada confesión ficta. Es decir, se tendrán por admitidos aquellos hechos alegados por la parte accionante en su libelo, que el respectivo demandado no niegue o rechace expresamente en su contestación, o cuando no haya fundamentado el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar dichos alegatos del actor." (Subrayado, negrillas y cursivas de la Sala)

 


El criterio jurisprudencial que inmediatamente antecede, establece que deberá aplicarse la confesión ficta, cuando el demandado al contestar la demanda no cumpla con los requisitos del mencionado artículo 68, es decir, debe haber una contestación a la demanda, pero no es aplicable la precitada norma, tal y como lo pretende el formalizante, en los casos, en que exista la confesión ficta per se, en virtud de que en estos casos no se ha contestado a la pretensión de ninguna forma. En consecuencia, no es factible la aplicación del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo cuando se declare la confesión ficta del accionado, en virtud de que no ha habido contestación a la demanda. Así se establece.

 


Ahora bien, el artículo denunciado como infringido por errónea interpretación, es el artículo 362 de nuestra Ley Adjetiva Civil y en él se establece:

 

"Si el demandado no diere contestación a la demanda dentro de los plazos indicados en este Código, se le tendrá por confeso en cuanto no sea contraria a derecho la petición del demandante, si nada probare que le favorezca. En este caso, vencido el lapso de promoción de pruebas sin que el demandado hubiese promovido alguna, el Tribunal procederá a sentenciar la causa, sin más dilación, dentro de los ocho días siguientes al vencimiento de aquel lapso, ateniéndose a la confesión del demandado. En todo caso, a los fines de la apelación se dejará transcurrir íntegramente el mencionado lapso de ocho días si la sentencia fuere pronunciada antes de su vencimiento."

 

 

 


La norma transcrita, establece la llamada confesión ficta; figura del derecho procesal que se traduce en la admisión, por parte del accionado, de los hechos que sustentan la pretensión, y que se produce cuando éste no da contestación a la demanda, nada prueba en su favor y siempre y cuando la acción no sea contraria a derecho.

 


En armonía con lo señalado ut supra, la doctrina en alusión a la jurisprudencia de este Supremo Tribunal, señala:

 

"Para que se consume o haga procedente la presunción legal de la confesión ficta, se requieren tres requisitos, a saber: a. Que el demandado no diere contestación a la demanda; b. Que la pretensión del actor no sea contraria a derecho; y c. Que el demandado no probara nada que le favorezca durante el proceso." (Emilio Calva Baca; Código de Procedimiento Civil de Venezuela, pág. 47)

 

 

 


Así las cosas, en el caso de autos, visto que la parte demandada no contesta la pretensión, ni tampoco promueve pruebas y en virtud de que la demanda no es contraria a derecho, la recurrida señala:

"(...) oportunidad de verificarse el acto de la contestación de la demanda, la accionada no compareció, ni en esa oportunidad ni en la de promoción de pruebas, con lo cual está incurso en los supuestos previstos en el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, el cual establece tres condiciones sine qua non para que pueda considerarse como verificada la confesión ficta, a saber: 1) que el demandado no diere contestación a la demanda dentro del plazo indicado, 2.- que la petición del demandante no sea contraria a derecho y 3.- que nada probare que le favorezca. En este caso se han dado los tres supuestos: No fue oportunamente contestada la demanda, la accionada nada probó que le favoreciera y lo peticionado en cuanto a las prestaciones sociales causadas por la trabajadora, y otros conceptos, derivados de la relación laboral que la unió con la accionada, no es contrario a derecho, con lo cual le prospera lo solicitado por los siguientes conceptos (...).

Si bien es cierto que la empresa demandada incurrió en la confesión ficta ya analizada, al no contestar al fondo de la demanda y nada probare durante el lapso probatorio que le favoreciera, sin embargo, es muy ajustado a derecho el alegato de su apoderado judicial que en materia de daño moral, el actor debe probar el hecho ilícito generador para que pueda prosperar su petición. En efecto, no basta que esté incursa en confesión la accionada para que ipso facto le prospere al actor lo reclamado por concepto de daño moral, porque si bien es cierto que el mismo no puede ser cuantificado, nuestro Máximo Tribunal de la República, en decisiones reiteradas ha manifestado que el juez lo puede estimar según su prudente arbitrio, pero siempre que conste fehacientemente el hecho ilícito, y que el mismo le sea imputable al patrono.

(...)

(...) no se ha demostrado que la trabajadora fuese transferida a realizar labores en lugares distintos a aquel donde siempre se desempeñó y menos aun que se realizara con la malsana intención de procurar su renuncia y que todo ello haya influido en forma determinante en sus afecciones, sentimientos y relaciones familiares, de manera tal que resulta imposible imputarle al patrono el hecho ilícito en los términos que lo señala la parte actora en su escrito de libelo de demanda, en consecuencia deberá confirmarse en la parte dispositiva del presente fallo, la decisión del a-quo que consideró improcedente la acción por daño moral. Así se decide." (Negrillas de la Sala) 

 

 

 


Del párrafo ut supra transcrito, se evidencia que la recurrida señala que, aun y cuando se haya producido la confesión ficta, para que sea procedente una indemnización por daño moral debe el actor probar el hecho ilícito que lo produce, juicio éste que conlleva a la errónea interpretación del ya transcrito artículo 362, en razón de que, como se señaló anteriormente, al operar la confesión ficta se tendrán por admitidos los hechos que sustentan la pretensión, es decir, al quedar confeso el accionado, éste admite los elementos fácticos que sirven de base a la demanda, y por consiguiente, el Juez deberá sentenciar en consideración a que éstos hechos, constitutivos de la acción, son ciertos.

 


Al respecto, el criterio de esta Sala de Casación Social ha quedado reafirmado en fallo de fecha 14 de junio de 2000, cuando se apuntó:

 

"En el proceso cuando el demandado no comparece a dar contestación a la demanda, el artículo 362 establece en su contra la presunción iuris tantum de la confesión.(...) .Vencido el lapso de promoción de pruebas, sin que la parte demandada promueva prueba alguna que le favorezca, la confesión queda ordenada por la Ley, no como presunción, sino como consecuencia legal, por haberse agotado la oportunidad de probanzas, aun en contra de la confesión. Ya el Juzgador, no tiene por qué entrar a conocer si la pretensión es o no procedente, si son veraces o falsos los hechos y la trascendencia jurídica de los mismos, sino que constatado que la pretensión no está prohibida por la Ley, lo cual es un hecho negativo, debe decidir ateniéndose a la confesión del demandado.

(...)

Para que se consuma o haga procedente la presunción legal de la confesión ficta, se requieren tres requisitos a saber: a) Que el demandado no diere contestación a la demanda; b) Que la pretensión del actor no sea contraria a derecho; y c) Que el demandado no probara nada que le favorezca durante el proceso."

 

 

 


Así pues, al haber operado la confesión ficta en el caso de autos, la recurrida, interpretando correctamente el artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, ha debido declarar con lugar la pretensión, tanto por cobro de prestaciones sociales, así como la reclamación por daño moral, y no sólo lo reclamado por prestaciones sociales. En consecuencia, se declara con lugar la presente denuncia, en lo que a este punto se refiere y, por lo tanto, se repondrá la causa al estado en que el Juzgado Superior que resulte competente para conocer de la presente causa, dicte nuevo fallo, en consideración a la confesión ficta que ha operado en el caso sub iudice. Así se establece.

 


Como punto final, esta Sala quiere dejar sentado que la cantidad que será condenada a pagar por el concepto de daño moral reclamado, queda al prudente arbitrio del sentenciador Superior que conozca del presente asunto; entendiéndose que dicho monto será una reparación equitativa de acuerdo a los principios que imperan en una administración de justicia honesta e ideal, atendiendo a los valores fundamentales que rigen la actividad del Juez; valores que deben brindar una seguridad jurídica tal a los ciudadanos comunes, que éstos sientan y constaten la verdadera existencia de un estado de derecho, tal y como lo ordena el artículo 257 del texto constitucional.

 

D E C I S I Ó N

 


En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: CON LUGAR el recurso de casación intentado por el abogado RAMÓN ALFREDO AGUILAR MONTAÑO actuando en representación de la ciudadana MARIELA DE LOS ÁNGELES AGUILAR FLORES,  en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas en fecha 08 de mayo de 2001; en consecuencia, se anula el mencionado fallo y se repone la causa al estado en que el Juzgado Superior que resulte competente dicte nueva sentencia, basándose en el contenido del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, es decir, en la confesión ficta que operó en el presente caso.

 


Publíquese y regístrese. Bájese el expediente al Juzgado Superior de origen.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,  a  los  dieciocho  ( 18 )  días  del  mes de  octubre  de dos mil uno. Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.-

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

 

El Vicepresidente,

 

 

___________________________

     JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 




     Magistrado,

 

 

_____________________________




     ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

 

La Secretaria,

 

 

_____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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